
  

   

    Introducción

  


  
    Este libro sobre el gobierno de Pedro Castillo tiene tres propósitos. Primero, dejar constancia de lo que fue su corta y desafortunada gestión gubernamental y política. Segundo, dar cuenta de cómo llegó al poder y lo que nos dejó su paso por él. Tercero, interpretar su papel en la larga crisis política nacional iniciada en 2016.


    Detrás de la amenaza que Castillo representó para el orden establecido, que intentó hacer realidad chapuceramente con el fallido autogolpe, tres lógicas caracterizaron su gobierno: la del desmantelamiento del Estado (capítulo segundo), la del Estado como botín y la de la impunidad para defenderse de sus fechorías (capítulo tercero). No cabe duda de que le tocó enfrentar una inmensa oposición de todo el establishment, incluyendo una amplia mayoría parlamentaria que incluso desconoció su victoria —y aún lo hace—.


    Pero si cayó fue por mano propia; no solo porque el autogolpe fue de su exclusiva responsabilidad, sino porque no pudo lograr un entendimiento estable con la oposición ni tuvo éxito en su estrategia confrontacional. La compra de aliados en el Congreso le funcionó inicialmente, pero lo expuso ante la justicia, que al final lo cercó y llevó hasta el punto de la desesperación (capítulo cuarto). Es verdad que, si no se hubiera precipitado, quizá sobrevivía, pero esa es otra historia.


    Este libro es, al mismo tiempo, secuela y precuela. Secuela de la tormenta perfecta que caracterizó al turbulento quinquenio precedente (capítulo primero) y precuela de la deriva autoritaria que se consolidó con Dina Boluarte y el Congreso erigido en primer poder del Estado (epílogo).


    Este trabajo también da cuenta del tránsito de una democracia sitiada —descrita y analizada en mi libro anterior, que lleva ese título y fue publicado por Planeta en 2022— a una democracia tomada por fuerzas que desprecian el bien común y a la propia democracia, porque para sobrevivir y prosperar requieren hacerlo en la oscuridad, sin controles internos o externos, y con la justicia y el sistema electoral sometidos. Castillo es el eslabón entre la democracia sitiada y la tomada, pero también es el primer presidente desde 2016 —con excepción de Manuel Merino— que descree de esta forma de gobierno. Por eso, además de eslabón, es protagonista del inicio de la toma, que se consolidará con su sucesora bajo la batuta del Congreso.


    A diferencia de mi libro anterior, que fue una crónica política, este es un ensayo de interpretación, más tributario del periodismo que de mi propia memoria y del trabajo académico, que está, en buena medida, aún por escribirse, aunque varios de nuestros principales politólogos ya han adelantado opinión desde los diversos medios de comunicación. En cualquier caso, mi pretensión no es periodística ni académica, sino política: dejar sentada la responsabilidad de Castillo ante la historia e impedir las convenientes tergiversaciones de sus seguidores sobre lo ocurrido. Pero, como político, además, pretendo entender la crisis de la democracia peruana, que, lejos de resolverse, se agudizó con Castillo y continuó su curso descendente con su sucesora. Si los políticos no entendemos la crisis, será difícil que podamos salir de ella.


    Si bien el ensayo pierde ante la crónica en proximidad con los acontecimientos políticos y sus actores, tiene la ventaja de una cierta distancia, que puede otorgar una mayor libertad para el análisis y la interpretación. En mi caso, cuento con cierta ventaja adicional, pues fui protagonista del periodo inmediatamente anterior, cuando germinó una suerte de proyecto parlamentario de gobierno.


    Antes de dar paso a la lectura del libro, permítaseme unos agradecimientos a quienes han contribuido a hacerlo posible. Primero, a Carlos Romero Rivera, con quien me une una entrañable amistad, una relación de trabajo de 25 años y una larga lista de libros que hicimos juntos. Escribir con Carlos es un placer. Su inteligencia, ecuanimidad y honestidad intelectual van de la mano con una laboriosidad y compromiso inigualable, que siempre hacen posible cumplir con los calendarios más exigentes.


    Segundo, a Javier Ciurlizza, también un viejo amigo, siempre perspicaz y generoso, por creer en este proyecto y hacer posible el financiamiento de la Fundación Ford para el trabajo de investigación.


    Tercero, a Natalia González, quien, como directora general, me acogió con especial calidez como investigador afiliado en el Instituto de Estudios Peruanos (IEP) y me incorporó a este insuperable espacio de reflexión académica y análisis colectivo sobre los problemas del Perú contemporáneo. El IEP fue escenario de dos mesas verdes promovidas por Ricardo Cuenca, director de Investigaciones, y organizadas por Sandra Carrillo, directora de Actividades, para discutir los avances de este trabajo. Agradezco, en especial, los comentarios de Ramón Pajuelo, Paolo Sosa y Eduardo Dargent, amigo de la casa y profesor de la Pontificia Universidad Católica del Perú; también al Grupo Democracia, integrado por Jorge Aragón, Cecilia Blondet, Natalia González, Rodrigo Gil, Romeo Grompone, Hatsumi Gutiérrez, Omayra Peña, Rolando Rojas, Paolo Sosa, Francesca Uccelli y Patricia Zárate, que se ha reunido regularmente el último año para entender la compleja realidad política peruana y los factores que la explican. Un agradecimiento muy especial a Raúl Asensio, editor del Fondo Editorial, por la publicación de este libro.


    Cuarto, a Ramón Barúa Alzamora, Camila Bozzo, Heber Campos, Andrea Costa, Ernesto de la Jara, Angel Gabriel Gonzáles, María Antonieta Gonzales, Gianpiero Leoncini, Fabiola León Velarde, Diego Pomareda, José Luis Rénique, Yusef Simon y Rubén Vargas, por su lectura minuciosa de todo el manuscrito y sus muy valiosos comentarios y sugerencias.


    Especial agradecimiento a Gabriel Duarte, especialista parlamentario, por su siempre atenta y pronta información de los archivos del Congreso.

  


  
    1


    De la tormenta perfecta a la victoria inesperada

  


  
    La victoria de Pedro Castillo en las elecciones presidenciales de 2021 fue inesperada y sorpresiva. Seis meses antes de la primera vuelta ni siquiera se sabía que sería candidato y tres meses antes no figuraba en las encuestas de intención de voto. Recién una semana antes de la primera vuelta el Perú cayó en la cuenta de que encabezaba las encuestas y que, más que seguro, definiría la elección con Keiko Fujimori. De ahí en adelante no dejaría la punta, aunque ganaría por una mínima diferencia de 44.000 votos en un universo de 25 millones de electores.


    Desde que Alberto Fujimori ganó la presidencia en 1990 no se había visto un resultado tan improbable, aunque derrotó a Mario Vargas Llosa por más amplio margen. Como en aquella oportunidad, poco se sabía del ganador, e inmediatamente surgieron las preguntas sobre cómo así, casi de la nada, había llegado a la presidencia de la república. Se barajaron todo tipo de especulaciones acerca de las razones de su triunfo, desde atribuirlo al azar, al voto de protesta o identitario por el malestar de los electores con el elenco estable de la política peruana o a una profunda demanda de cambios en el manejo de la cosa pública, que no era nueva y se tradujo en un voto antisistema en 2006 y 2011 por Ollanta Humala y en 2016 por Verónika Mendoza.


    Sin duda, el azar contribuyó a que Castillo fuera candidato presidencial. La historia es conocida. Fue a buscar a Vladimir Cerrón, presidente de Perú Libre, para pedirle un cupo en la lista parlamentaria por Cajamarca, sin tener registrado que este había quedado inhabilitado para competir por la presidencia debido a una condena por corrupción, y que, entonces, estaba a la búsqueda de quien encabezara su fórmula presidencial. Cerrón solo aspiraba a que su partido pudiera pasar la valla y contara con una bancada parlamentaria, cosa que no consiguió en las elecciones generales de 2016 ni en las complementarias de 2020. Rápido se percató de que, con Castillo, tenía ante sí al candidato que andaba buscando. Castillo se dio a conocer nacionalmente como líder de los sectores más radicales del magisterio en la huelga de 2017, cuando, con el apoyo del fujimorismo en el Congreso, tuvo a mal traer al gobierno de Pedro Pablo Kuczynski (PPK). Quizá esa gesta, todavía en la memoria de algunos maestros, le permitiría encabezar una propuesta electoral atractiva.


    Cerrón tampoco tenía mejor opción, pues ya había fracasado en su intento de construir un frente de izquierda a principios de 2019, luego de convocar en Huancayo a los líderes más importantes de ese sector, entre los que no estuvo Castillo, por haber considerado que no tenía la jerarquía de Verónika Mendoza, de Nuevo Perú; Gregorio Santos, del Movimiento de Afirmación Social (MAS) de Cajamarca; Zenón Cuevas, del Frente de Integración Regional Moquegua Emprendedora (Firme); y Walter Aduviri, del Movimiento de Integración por el Desarrollo Regional Mi Casita de Puno. Muy pocos meses después, Cerrón, Santos y Aduviri serían condenados por la justicia y terminarían presos, los dos primeros por corrupción y el tercero por los hechos de violencia y vandalismo del Aimarazo de 2011.


    De ese ambicioso esfuerzo solo quedó una controvertida alianza con Mendoza, que por problemas administrativos no pudo ser inscrita para las elecciones complementarias de 2020, y terminó colapsando. En ese momento, ella contaba con el más importante capital de la izquierda, pues venía de salir tercera en las presidenciales de 2016, a muy poca distancia de PPK. Con un poco más de suerte hubiera podido protagonizar la final con Keiko Fujimori. Su bancada de veinte congresistas fue la segunda más numerosa después del fujimorismo. Ese capital se desvaneció un poco con la división de su bancada por diferencias con Marco Arana del Frente Amplio y por sus dificultades para conseguir la inscripción de Nuevo Perú, pero, insisto, era la lideresa más importante de la izquierda de lejos. Representaba su corriente liberal —que agrupaba a sectores populares, especialmente en el sur del país, donde su votación fue arrolladora— como también de clase media urbana y profesional, en oposición a la izquierda más conservadora, emprendedora y provinciana, encarnada por Cerrón y sus invitados.


    Para las elecciones presidenciales de 2021, Cerrón ya le había ofrecido la candidatura a Mendoza y a Arana, pero ni siquiera le agradecieron la invitación. Hasta la inscripción de la fórmula de Castillo fue azarosa, pues, según el periodista de investigación Christopher Acosta, esta se materializó con las justas el día que se vencía el plazo. No cabe duda, pues, de que el azar ayudó a Castillo, pero por sí solo no explica su victoria en las dos vueltas electorales ni en la lucha subsiguiente para hacer respetar los resultados ante los infundados cuestionamientos de fraude.


    El voto de Castillo, sin duda, representó la protesta ciudadana contra el elenco estable de la política peruana y una demanda de profundos cambios por el manejo de la cosa pública, pero ambos hechos por sí solos tampoco tienen suficiente valor explicativo, pues no dan cuenta de la envergadura y alcance del malestar existente ni de los elementos causales que lo explican. Es, también, evidente que Castillo se vio favorecido en segunda vuelta por el voto antifujimorista, que antes había beneficiado a figuras tan disímiles como Humala en 2011 y PPK en 2016. Pero esa explicación es quizá menos relevante en 2021, considerando que el gran frente antifujimorista —integrado por Mario Vargas Llosa y la derecha liberal, así como por toda la izquierda— en esta oportunidad, a diferencia de las anteriores, dividió sus lealtades, pues la mayoría de los primeros optaron por apoyar a Keiko Fujimori, mientras que casi toda la izquierda cerró filas con Castillo, al tiempo que otros optamos por el voto en blanco o por viciarlo.


    Mi tesis es que todas estas razones contribuyen a explicar en parte el triunfo de Castillo, aunque para entenderse cabalmente este debe ser visto como el desenlace —no necesariamente inevitable, pero desenlace al fin— de la crisis política iniciada en 2016, de la que doy cuenta en mi libro La democracia sitiada: un testimonio parlamentario (Perú 2016-2021). Esa crisis que, a principios de 2021, estaba por cumplir cinco años, produjo uno de los quinquenios más agitados, inestables e impredecibles de nuestra historia republicana, con una intensa pugna entre poderes, cuyo resultado fueron cuatro presidentes, un Congreso disuelto y unas elecciones complementarias inéditas, y la multiplicación de interpelaciones parlamentarias y censuras ministeriales, numerosas vacancias y dos renuncias presidenciales.


    Los años de la ilusión


    No me parece posible entender esta crisis, que es la de la democracia peruana, ni la victoria de Castillo, que es su desenlace, sin referirnos a los factores causales que, a mi criterio, contribuyen a desencadenarla. Pero antes de entrar a ella recapitulemos brevemente lo ocurrido desde la caída de Alberto Fujimori en 2000 y la sucesión de cuatro gobiernos democráticos, uno de transición, el de Valentín Paniagua, y tres gobiernos constitucionales completos, los de Alejandro Toledo, Alan García y Humala, que son los antecedentes del quinquenio turbulento que se inaugura con PPK. Los tres primeros resultaron de procesos electorales impecables; el último también, aunque Keiko Fujimori, derrotada por segunda vez consecutiva, no quisiera reconocerlo, actitud que, precisamente, daría inicio a la crisis.


    Un periodo de estabilidad política tan largo no se vivía desde principios del siglo XX, durante la República Aristocrática, cuando en todo caso la democracia era bastante restringida, porque excluía a la mitad de la población, las mujeres y a todos los analfabetos, incluyendo la población indígena, mayoritariamente sometida a condiciones de servidumbre hasta la reforma agraria de 1969. En lo económico, el país creció a tasas altas, por lo menos hasta 2014, gracias al boom de los commodities, que se tradujo en términos de intercambio muy favorables para los minerales, nuestros principales productos de exportación; luego, el crecimiento se ralentizaría, aunque la economía no dejó de crecer. Así lo grafican las tasas de crecimiento quinquenal, que fueron del 4,9% con Toledo, 6,8% con García, 4,7% con Humala y 2,5% con PPK y sus sucesores. La caída del último quinquenio no solo tuvo que ver con la crisis política, sino principalmente con la pandemia y la autoinducida paralización económica de 2020.


    Como consecuencia del crecimiento económico, tuvieron lugar progresos sociales nada desdeñables, como la caída de la pobreza del 54% a principios de siglo al 19% en 2019, justo antes de la pandemia. También se redujo la pobreza extrema e incluso la desigualdad. Durante esos años, siempre en el entendido de que se mantuvieran las altas tasas de crecimiento, no faltaron quienes, dentro de los que me cuento, nos ilusionamos con la posibilidad de dar el salto al desarrollo, que pasaba en primer lugar por ingresar a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) para acelerar la adopción de los estándares internacionales del primer mundo. Casi una década después, Perú aún no ha ingresado a la OCDE, y parece estar lejos de lograrlo, a diferencia de México, Chile y Colombia, nuestros socios en la Alianza del Pacífico, que ya tienen varios años de haberse incorporado.


    Quizá por los indiscutibles avances de las dos primeras décadas del siglo XXI y el entusiasmo que en sus mejores momentos generaron, viejos y persistentes problemas fueron ignorados. La alternancia en el poder de cuatro sucesivos gobiernos elegidos democráticamente contribuyó al fortalecimiento del Estado de derecho y garantizó un régimen de derechos y libertades, incluyendo la libertad de información, expresión y prensa. No obstante, la democracia posfujimorista se asentó en bases precarias, especialmente sobre un sistema político sin partidos, en sentido estricto. El viejo sistema vigente durante la década de 1980, integrado por tres grandes bloques partidarios —uno de derecha (Acción Popular y el Partido Popular Cristiano), otro de centro (APRA) y uno de izquierda— desapareció como tal con el fujimorismo de los años noventa, aunque algunos de esos partidos subsistieron y reemergieron con la recuperación de la democracia a fines de 2000. El Partido Aprista, por ejemplo, volvió al poder con García en 2006 y Acción Popular a la Municipalidad de Lima con Jorge Muñoz en 2018 y, brevemente, a la presidencia con Manuel Merino en 2020.


    Los nuevos partidos que emergieron fueron esencialmente caudillistas, carentes de doctrina y de estructuras partidarias sólidas, que siguieron la suerte de sus líderes y que son utilizados como vehículos electorales por políticos independientes. Entre ellos destacan, por mencionar los más importantes, Perú Posible de Toledo, Partido Nacionalista de Humala, Peruanos por el Kambio de PPK, Solidaridad Nacional de Luis Castañeda, Somos Perú de Alberto Andrade, Alianza para el Progreso (APP) de César Acuña, Podemos Perú de José Luna y Unión Por el Perú (UPP) de José Vega. Quizá la excepción es Fuerza Popular, de Keiko Fujimori, que si bien se construye sobre una tradición familiar y caudillista, cuenta con una estructura partidaria sólida, asentada nacionalmente y con liderazgos estables que, al mismo tiempo, se renuevan de manera constante.


    Salvo Somos Perú y APP, los liderazgos de estos partidos, supuestamente nacionales, son principalmente limeños, y la vida partidaria se activa para las elecciones, cuando los partidos salen a buscar candidatos que puedan ayudar al financiamiento de sus campañas y a ganar cuotas de poder. Su precaria presencia territorial hace que estos partidos nacionales convivan con decenas de movimientos regionales, que en los últimos procesos electorales de los gobiernos subnacionales fueron los actores protagónicos, mientras que los primeros se han limitado a ser vehículos electorales para las contiendas presidenciales y congresales.


    En conclusión, el declive del sistema de partidos de los años ochenta, la subsistencia de algunos de sus componentes y su convivencia con múltiples partidos caudillistas y decenas de movimientos regionales han contribuido a una gran fragmentación y a una permanente incertidumbre e inestabilidad. Las reformas políticas y electorales de los últimos años han reducido las exigencias para la creación de nuevos partidos y movimientos regionales, lo que se diseñó para que fuera compensado por la introducción de las elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO), que constituirían una nueva valla junto a la del 5% del voto nacional para tener representación parlamentaria. Sin embargo, el actual Congreso ha eliminado estas primarias, lo que incrementará peligrosamente el número de partidos que compitan en las elecciones generales, algo que, sin duda, contribuirá a una fragmentación adicional del voto y a la elección de autoridades con cada vez menor legitimidad.


    Esta precariedad en lo político va acompañada de un Estado relativamente débil, financiado por una magra recaudación fiscal, que se ha ubicado alrededor del 14% del PBI durante los últimos años. Con una economía en crecimiento, esa recaudación es tres veces y medio superior a la que el país tuvo a finales de los años ochenta como consecuencia del mal manejo económico y de la hiperinflación. No obstante, con una extendida corrupción y serios problemas de gestión, los servicios públicos ofrecidos por los tres niveles de gobierno son mediocres, por decir lo menos, lo que se traduce en muy altas tasas de insatisfacción ciudadana, como viene siendo registrado, por ejemplo, por el Barómetro de las Américas.


    Esa insuficiente presencia del Estado es, al mismo tiempo, causa y efecto de una sociedad y una economía altamente informales, tanto en lo tributario como en lo laboral, que superan el 70% de la población económicamente activa, lo que significa que los peruanos informales carecen de jornada laboral, vacaciones y pensiones. En el pasado, la informalidad pareció ser un mal menor frente al desempleo. Sin embargo, en el mediano plazo representa un obstáculo al desarrollo, tanto por su baja productividad si se le compara con el sector formal de la economía como por los insuficientes beneficios sociales de quienes laboran en ella. La ausencia de protección que brinda un empleo estable y de los derechos que lo acompañan tuvo consecuencias funestas durante la pandemia en lo económico y en lo sanitario, pues la falta de protección social de la mayoría de los peruanos los obligó a incumplir las disposiciones de inmovilización social obligatoria, contribuyendo así al contagio.


    Otra consecuencia de la debilidad del Estado es la facilidad con la que prosperan las economías criminales, como el narcotráfico, la minería ilegal, la trata de personas, la tala ilegal de madera, el comercio ilegal de vida silvestre, las extorsiones y el tráfico de terrenos. Ricardo Valdés, Carlos Basombrío y Dante Vera, de Capital Humano y Social Alternativo, estiman que para el Perú esa cifra asciende al 3% del PBI, sin incluir la corrupción y el lavado de activos, que son inherentes a su funcionamiento, y podrían llevar la cifra al 4%. Diversos estudiosos, como Francisco Durand, han demostrado la estrecha retroalimentación que existe entre ciertos sectores formales e informales de la economía, al igual que entre estos y las economías ilícitas. Por ejemplo, los formales proveen a la minería ilegal de maquinarias, les adquieren el oro para procesarlo y exportarlo, y desvían insumos químicos para su producción y la de cocaína. Más peligroso aún, las economías criminales corrompen y capturan los sistemas de seguridad y justicia, y penetran la política de mil maneras, especialmente a través de su financiamiento.


    A pesar de la estabilidad política, el crecimiento económico y el progreso social de los primeros tres lustros del siglo XXI, Perú ha encabezado consistentemente los rankings hemisféricos de insatisfacción ciudadana con la democracia, sus instituciones y los servicios públicos. Después de la derrota del terrorismo y la hiperinflación a principios de los años noventa, las principales preocupaciones de la ciudadanía pasaron a ser la delincuencia común y la corrupción —y lo siguen siendo—. Esta percepción no es arbitraria; tiene sustento en las encuestas de victimización por delincuencia, que nos ubica en los primeros lugares de la región, y en las que miden la aprobación del desempeño de la Policía y la justicia, donde aparecemos en los últimos lugares. Quizá por esto el Perú es uno de los países con el mayor porcentaje de ciudadanos que estarían dispuestos a sacrificar la democracia por un gobierno militar o autoritario que resolviera el problema de la delincuencia.


    La persistencia de viejos problemas no parecía suficiente para opacar los progresos de los tres gobiernos que sucedieron a la debacle del fujimorismo. Por eso, las elecciones que llevaron a una cuarta sucesión presidencial consecutiva generaron expectativas de que, con un poco de suerte, podíamos llegar al bicentenario en condiciones todavía mejores a las que nos encontrábamos a principios de 2016. Nadie imaginaría, entonces, que el quinquenio que se venía sería tan turbulento, generaría tanta inestabilidad y nos llevaría a una polarización que no veíamos desde los años noventa y a muchos a preguntarse si teníamos viabilidad como democracia política e, incluso, como colectivo nacional.


    Gobierno en minoría y confrontación entre poderes


    Tres fueron los factores desencadenantes de la crisis política. El primero fue de naturaleza constitucional, resultado de un Ejecutivo sin mayoría parlamentaria y con grandes dificultades para gobernar debido a que tuvo al frente un Congreso obstruccionista decidido a liquidarlo, pues la lideresa de la oposición nunca aceptó de buena gana los resultados electorales. En el siglo XX, los gobiernos en minoría terminaron mal. José Luis Bustamante y Rivero fue derrocado por Manuel Odría en 1948 al quedarse sin apoyo parlamentario luego de que el APRA rompiera la alianza que lo llevó al poder. Fernando Belaunde, elegido por primera vez en 1963, fue derrocado cinco años después por un golpe de Estado de las Fuerzas Armadas luego de haber sufrido el obstruccionismo de la coalición parlamentaria integrada por el APRA y el odriismo, que bloquearon las propuestas reformistas del arquitecto de Acción Popular. El golpe quiso evitar que las fuerzas obstruccionistas se hicieran de la presidencia con Víctor Raúl Haya de la Torre y continuaran retrasando las reformas que los militares consideraban necesarias; al mismo tiempo, abrió el camino para que los uniformados las implementaran.


    Alberto Fujimori justificó su autogolpe de 1992 en la obstrucción congresal de algunas de sus iniciativas antisubversivas. No hay acuerdo sobre si el Congreso le era, en verdad, obstruccionista. Lo cierto es que su situación en el Parlamento era precaria, pues su bancada no necesariamente respondía al programa económico que quería implementar, muy distinto al que ofreció en la campaña, por lo que su respaldo dependía de bancadas que no controlaba, como el Fredemo (Frente Democrático). Queda claro que actuó al margen de la Constitución de 1979, que le permitía disolver el Congreso si este denegaba la confianza a tres de sus primeros ministros, pues cuando ocurrió el autogolpe no le había denegado ninguna. En todo caso, el autogolpe de 1992 fue para gobernar sin Congreso, pero la presión internacional lo obligó a convocar una Asamblea Constituyente.


    Con frecuencia, se atribuye la confrontación entre poderes en nuestro sistema presidencialista a la existencia de figuras constitucionales de origen parlamentario destinadas al control político, como la censura ministerial, o que han acabado siendo figuras de control político, como la vacancia presidencial, por un lado, y la cuestión de confianza y subsiguiente disolución del Congreso, por el otro, incorporadas a nuestro sistema constitucional en 1979 como contrapeso a la censura, que adquirió ribetes claramente abusivos durante la primera administración de Belaunde. Sin embargo, el verdadero problema no son esas figuras constitucionales, sino los gobiernos en minoría, que generan un desequilibrio muy grande entre ambos poderes, que suele ser aprovechado por el Congreso para abusar del suyo. Rei-tero, por lo menos desde 1945 en adelante, en las tres circunstancias en que la democracia enfrentó gobiernos en minoría el resultado fue el quiebre constitucional.


    Los gobiernos en minoría pueden evitarse cuando el presidente de la República construye coaliciones parlamentarias que le permiten gobernar. Esto es lo que ocurrió con Toledo, García y Humala, quienes, aunque no obtuvieron mayoría absoluta, sí habían ganado la elección congresal y contaban con la bancada más numerosa, por lo que no les fue muy difícil hacer las alianzas para gobernar sin dificultades. No fue el caso del gobierno de PPK ni de quienes lo sucedieron ese quinquenio, tanto porque el fujimorismo obtuvo la mayoría absoluta en el Congreso con 73 de 130 congresistas, es decir, el 56% de las curules, como porque su lideresa se negó a sentarse a conversar en serio con PPK sobre la gobernabilidad del país. Con una mayoría tan aplastante, el único entendimiento posible era con Keiko Fujimori, pero esta se negó. Predominó un afán de venganza contra quien ella quiso creer que le había robado las elecciones. De mala gana, anunció que haría sentir el poder que le otorgaron las elecciones parlamentarias y que gobernaría desde el Congreso.


    En la práctica, esto se tradujo en la permanente obstrucción al Ejecutivo con las continuas invitaciones, interpelaciones, amenazas de censura y censuras contra sus ministros, y en la temprana decisión de investigar a PPK en el marco de la Comisión Lava Jato hasta lograr su renuncia. En solo trece meses, el fujimorismo y sus aliados apristas, muchas veces con el concurso de APP de Acuña y una parte de la bancada de Acción Popular, censuraron a un ministro de Educación, obligaron a renunciar al ministro de Transportes y Comunicaciones —quien, además, era primer vicepresidente de la república—, le negaron la confianza y obligaron a renunciar al ministro de Economía y Finanzas, amenazaron durante varios meses con censurar al ministro del Interior y a la ministra de Salud, e intentaron censurar a la segunda ministra de Educación, lo que llevó al premier Fernando Zavala a renunciar con todo su gabinete luego de que el Congreso le denegara la cuestión de confianza que interpuso para salvarla.


    En los siguientes siete meses, el fujimorismo y sus aliados ni siquiera recibieron en el Congreso a la nueva primera ministra Mercedes Aráoz para sustentar el pedido de delegación de facultades que había anunciado, intentaron destituir al fiscal de la nación y a cuatro de los siete magistrados del Tribunal Constitucional —decisión que fue detenida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos— y comenzaron la discusión de una ley mordaza para prohibir la publicidad estatal en los medios de comunicación privada, acusados de “mermeleros”, es decir, corruptos, al servicio del gobierno de PPK.


    Pero el aspecto central de esta ofensiva antidemocrática tuvo como objetivo al presidente, quien era el principal investigado en la Comisión Lava Jato desde principios de 2017. Fue Marcelo Odebrecht quien develó, en declaraciones ante fiscales peruanos, que, detrás de las irregularidades administrativas en la concesión de la Interoceánica del Sur, podía haber otros hechos de corrupción además del multimillonario soborno a Toledo. Según él, PKK fue una “piedra en el zapato” en dicho proyecto, pues no lo consideraba necesario ni prioritario, hasta que sus resistencias fueron vencidas con un par de consultorías. Tres semanas después, la empresa entregaba a la Comisión Lava Jato, a su pedido, las evidencias de los servicios profesionales que le fueron brindados por empresas vinculadas a PPK, que habían sido sistemáticamente negados por este. Fue entonces que se activó la primera vacancia en su contra e inmediatamente después, la segunda. En tres meses renunció al cargo.


    El afán de venganza de Keiko Fujimori pudo más que el amor por su padre, pues desde la campaña PPK ofreció promulgar una ley para que Alberto Fujimori concluyera el resto de su condena bajo arresto domiciliario. Luego de meses de espera para que los fujimoristas presentaran el proyecto de ley, un excongresista de la bancada de PPK lo hizo. Para sorpresa de todos, el proyecto fue archivado inmediatamente por la mayoría fujimorista. Esto terminó en la ruptura de Kenji Fujimori con su hermana, por cuanto él sí estaba claramente a favor de la libertad de su padre y de las negociaciones que salvarían a PPK de su primera vacancia con los votos de Kenji y nueve de sus seguidores, que llevarían tres días después, el 24 de diciembre de 2017, al indulto humanitario de Alberto Fujimori. La proximidad entre el voto a favor de PPK y el indulto develaron la existencia de un acuerdo bajo la mesa que llevó a que PPK perdiera una parte de los votos que había ganado con Kenji y aceleró su caída. Keiko saludó de mala gana el indulto y se sumó a quienes lo cuestionaron por irregular, y contribuyó así al retorno de su padre a la cárcel pocos meses después.


    Martín Vizcarra entró a la presidencia de la mano de Keiko Fujimori, a quien ya conocía porque fue su bancada la que lo obligó a renunciar con amenaza de ser censurado cuando el caso Chinchero. De manera que no la recordaba con afecto, aunque su decisión de no renunciar a la vicepresidencia —como se lo propuso Aráoz cuando la primera moción de vacancia contra PPK— llevó a muchos a pensar que estaba confabulado con Keiko. Pero, desde sus primeros viajes a provincias, muy lejos de las negociaciones de su gobierno y el Congreso a cargo de su primer ministro César Villanueva, se dará cuenta de la creciente impopularidad de Keiko, su bancada y sus aliados. Su sometimiento a ella solo le auguraba impopularidad. El estallido del escándalo los Cuellos Blancos del Puerto fue la oportunidad para tomar distancia de la mayoría parlamentaria y erigirse, cínicamente, en el líder de la gesta anticorrupción y de la confrontación permanente con un Congreso
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